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Resumen 
 
La sentencia condenatoria de Radilla Pacheco vs México generó una transición total 
en el andamiaje constitucional mexicano. Lo anterior, obligó a que el derecho en 
general aplicado a casi todas las materias se modifique a partir de la nomenclatura 
de los ‘derechos humanos’. La presente investigación se apoya en el método analítico 
y tiene como objetivo identificar los alcances y el impacto en el derecho a la 
educación configurado en su jurisprudencia. 
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El 23 de noviembre de 2009 la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos dictó 
sentencia en el asunto de Rosendo Radilla 
Pacheco contra los Estados Unidos 
Mexicanos, relativo a un caso de 
desaparición forzada en el que el Estado 
Mexicano salió condenado, tal resolución 
trajo aparejada una serie de obligaciones que 
fueron impuestas al Estado Mexicano.  
 

Además de salvaguardar a futuro los 
derechos humanos vulnerados en este asunto 
se fijaron principios como el relativo al 
derecho a la vida, el derecho al desarrollo de 
la personalidad, la autonomía personal o las 
garantías judiciales, así como la obligación 
del Estado de modificar el tipo penal relativo 
a la desaparición forzada previsto desde 
2001 en el artículo 215-A del Código Penal 
Federal de México, la necesidad de realizar 
controles de convencionalidad ex officio en 
sede judicial y de capacitar a los 
funcionarios involucrados en las áreas de 
policía y seguridad con la finalidad de evitar 

la repetición de casos como el de Rosendo 
Radilla. 

 
Por otra parte, el 4 de octubre de 

2017 la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación aprobó las Tesis de 
Jurisprudencia 78/2017 a 84/2017 en las que 
se establecieron los conceptos y 
características relevantes, en los ámbitos de 
aplicación y sus efectos relacionados con el 
derecho a la educación. 

 
En este escenario la SCJN entró a la 

arena de la problemática, en donde reasumió 
su competencia original en materia de 
interprete último del contenido del derecho a 
la educación plasmado en el artículo 3° de la 
Constitución Federal, así como en diversos 
instrumentos internacionales de los que 
México es signatario, dotando de significado 
a través de las Tesis al derecho a la 
educación. 
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Por ello, constituye el problema de 
investigación, el determinar el impacto 
jurídico que en el ordenamiento nacional y 
en la materia de derechos humanos 
particularmente, tuvo la sentencia dictada en 
el caso Radilla y vistos los conceptos que 
comienza a esbozar la SCJN con relación a 
dotar de un contenido judicialmente 
reconocido al derecho a la educación,  
planteamos este artículo desde la hipótesis 
relativa a analizar si la SCJN en la emisión 
de tales tesis se apegó, en lo conducente, a 
los principios de protección de los derechos 
humanos plasmados en el caso Radilla, si fue 
más allá o si, por el contrario pudo hacer 
más. 

Un objetivo del presente estudio 
consiste en para determinar si es idóneo, 
desde la perspectiva de los derechos 
humanos y de su adecuada protección, el 
punto de partida desde el cual se inicia la 
andadura judicial con el objeto de dar un 
contenido normativo concreto a este 
derecho. 

 
Por lo anterior, tanto la descripción 

del fenómeno de supranacionalidad como 
del de intranacionalidad, a partir de la cual 
la Constitución federal mexicana deba ser 
abordada como norma-principio, con lo cual, 
a partir de ello, su interpretación y ubicación 
conceptual represente no solo un tratamiento 
como norma-regla sino particularmente 
como valor.  

 
En síntesis, el propósito de este 

trabajo es analizar comparativamente la 
sentencia dictada por la CIDH en el caso de 
Rosendo Radilla y las sentencias que 
integran la Jurisprudencia relativa al acceso, 
permanencia y conclusión de los justiciables 
al derecho a la educación, a efecto de 
concluir si dichas sentencias referentes al 
Derecho a la Educación, desde la perspectiva 
de México, recogen todos los principios de 
protección a los derechos humanos 
aplicables a esta materia educativa que 
fueron impuestos a México por la sentencia 
dictada en el caso Radilla Pacheco; o si, por 
el contrario, concluir que las mismas son 

omisas en precisar algunos de ellos y, en eso 
caso establecer en que fue omisa la SCJN y 
porque, revisando también, 
comparativamente, las metodologías 
utilizadas en ambos casos. 

 
Antecedentes  
 
En México, la reforma constitucional en 
materia de derechos humanos de junio de 
2011 constituyó un fenómeno globalizador 
un movimiento doble: de una parte, hacia la 
internacionalización en la reducción del 
tiempo y espacio; por otra, en un 
resurgimiento de los localismos y una 
revitalización de los “discursos identitarios”, 
ya sea a raíz religiosa, cultural, étnica o 
nacional (Carbonell, 2004: 350).  
 

Tal reforma generó la sujeción a un 
control de convencionalidad, y vio 
incrementar el apartado de derechos 
fundamentales, no solo como una 
positivación sino como una verdadera 
ampliación a través de la interpretación 
constitucional. Tal circunstancia supone 
hallarnos en presencia de un canon 
“internacionalista”, donde el parámetro de 
validez de los derechos fundamentales lo 
otorguen no solo el fenómeno nacional, sino 
también las normas y criterios de 
interpretación emanados de sentencias, 
opiniones consultivas e informes de los 
organismos supranacionales de protección 
de los derechos humanos.  Para los efectos 
del del presente estudio exponemos 
brevemente los antecedentes de los dos 
supuestos sujetos a estudio:  

a) Caso Radilla Pacheco 
El 25 de agosto de 1974, detuvieron 
ilegalmente en un retén militar al señor 
Rosendo Radilla Pacheco. El camión fue 
detenido en un retén militar que se 
encontraba a mitad de la carretera, hicieron 
bajar a todos los pasajeros del autobús y al 
reconocer a Rosendo Radilla no le 
permitieron volver a subir. Cuando Rosendo 
Radilla preguntó la razón de su detención, un 
militar respondió que se le detenía por 
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“componer corridos” (Álvarez, 2017). Lo 
único que pidió en ese momento Rosendo 
Radilla fue que dejaran libre a su hijo, 
entonces le dio dinero para que volviera y le 
avisara a su familia sobre su detención. 
 

Rosendo Radilla fue visto por última 
vez en el Ex Cuartel Militar de Atoyac de 
Álvarez, Guerrero, en México. En agosto de 
2005 la Fiscalía Especial consignó el caso 
por privación ilegal de la libertad en su 
modalidad de plagio o secuestro al juez civil; 
sin embargo, el proceso fue llevado ante la 
justicia militar con base en la resolución de 
la propia justicia civil.  

 
Los representantes interpusieron 

una demanda de amparo en contra de dicha 
resolución, la cual fue desechada arguyendo 
que las víctimas no pueden recurrir al 
amparo para impugnar la competencia de los 
tribunales militares.  

 
Ante la falta de respuesta por parte 

del Estado mexicano, el 15 de noviembre de 
2001 se presentó el caso ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos. El 15 
de marzo de 2008 la Comisión demandó al 
Estado mexicano ante la CIDH por la 
violación al derecho al reconocimiento de 
personalidad jurídica (artículo 3), derecho a 
la vida (artículo 4), derecho a la integridad 
personal (artículo 5), derecho a la libertad 
personal (artículo 7), derecho a las garantías 
judiciales (artículo 8) y derecho a la 
protección judicial (artículo 25) en conexión 
con la obligación de respetar los derechos 
(artículo1.1), todos estos derechos 
consagrados en la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos Por su parte los 
representantes de las víctimas demandaron 
al Estado mexicano también por violaciones 
a la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada. 
 

b) Tesis de Jurisprudencia sobre 
Derecho a la Educación 

El seis de agosto de dos mil diez se publicó 
en el Periódico Oficial del Gobierno 
Constitucional del Estado de Michoacán, 

México, el Decreto número 213. De acuerdo 
con este Decreto se reformaron y 
adicionaron los artículos 138 y 139 de la 
Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Michoacán de Ocampo, 
México (SJF, registros de 2015295 a 
2015300 y 2015303). Dicho Decreto 
proponía que el Estado estaba obligado a 
impartir educación gratuita desde nivel 
preescolar hasta superior. El Decreto 213 
contaba con cinco artículos transitorios, de 
los cuales cobra pertinencia el Tercero que 
establecía la implantación progresiva de la 
gratuidad a nivel superior por lo que hacía al 
pago de la inscripción a nivel licenciatura y 
sujeta a disponibilidad presupuestal para 
otros conceptos. 
 

El treinta de noviembre de dos mil 
once, el Gobierno del Estado de Michoacán 
celebró con la Universidad Michoacana de 
San Nicolás de Hidalgo un Convenio de 
Colaboración para la implementación de la 
gratuidad de la educación media superior y 
superior. Mediante este Convenio se 
comprometió a trasferir los recursos 
económicos para cubrir los gastos de 
inscripción de todos los alumnos que se 
inscribieron en la Universidad en los niveles 
medio superior y superior durante los ciclos 
escolares de 2011-2012 y 2012-2012. 
Durante el ciclo 2012-2013 y 2013-2013 la 
Universidad mantuvo el subsidio, a pesar de 
no haberse renovado el Convenio por el 
Estado, subsidio el cual dejó de aplicar en el 
ciclo 2014-2014. La cuota semestral 
establecida por alumno por la Universidad 
fue de cuatrocientos veinte pesos, 
equivalentes hoy en día a poco más de veinte 
dólares americanos. 

 
Lo anterior fue hecho del 

conocimiento de la comunidad universitaria 
por medio de un oficio del 21 de febrero de 
2014, emitido por el Tesorero de la 
Universidad Michoacana de San Nicolás, 
C.P. Horacio Guillermo Díaz Mora. Contra 
dicha determinación diversos quejosos 
promovieron múltiples Juicios de Amparo 
Indirecto en contra, principalmente, del 
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Acuerdo del Tesorero de la Universidad 
Michoacana de San Nicolás Hidalgo ya 
mencionado.  

 
Dichos Amparos fueron tramitados 

bajos los números de expediente 750, 1356 
y 1374, todos 2015 y 100 y 306 del año 2016. 
En todos los casos, salvo en el caso del 
Amparo Indirecto con número de expediente 
1374/2015, la primera instancia de control 
constitucional otorgó el Amparo a los 
quejosos en contra de los actos reclamados. 
Por tanto, el caso del Juicio de Amparo 
Indirecto 1374/2015 fue el único en el que 
los recurrentes fueron los propios quejosos. 

 
En cada caso, por su trascendencia, 

se solicitó a la SCJN, por el Tribunal revisor, 
que ejerciera su facultad de atracción, la cual 
no ejerció la máxima instancia judicial 
nacional porque estimó que en las hipótesis 
de mérito se daba, más bien, un supuesto de 
reasunción de competencia. Esto fue así 
porque las cuestiones de constitucionalidad 
implícitas en el Acuerdo del Tesorero de la 
Universidad Michoacana de San Nicolás 
Hidalgo no eran materia original de los 
Tribunales Colegiados de Circuito, sino de la 
propia SCJN (SJF, registro. 2000579).  

 
 Las Tesis que llevaron a la emisión 
de los criterios jurisprudenciales materia de 
este trabajo son siete, se sesionaron el 4 de 
octubre de 2017 y se publicaron el 20 de los 
mismos mes y año, se identifican con los 
números 78/2017 a la 84/2017, las cuales se 
dividen en tres grandes temas. 
 

a) Tesis 78/2017, 79/2017, 80/2017. 
Relativas a describir los aspectos 
generales del Derecho a la 
Educación, su encuadre en el 
sistema jurídico mexicano previsto 
en los artículos 3º y 4º de la 
Constitución y diversos 
instrumentos internacionales de los 
que México es parte. 

b) Tesis 81/2017 y 82/2017: Relativas 
a aspectos particulares de la 
Educación Básica y establecen, en 

esencia, que el contenido mínimo 
del derecho a la educación 
obligatoria (básica y media 
superior) es la provisión del 
entrenamiento intelectual necesario 
para dotar de autonomía a las 
personas y habilitarlas como 
miembros de una sociedad 
democrática. 

c) Tesis 83/2017 y 84/2017: Relativas 
a la Educación Superior, en donde 
los principios que la animan son 
diversos a aquellos aplicables para 
la educación básica, pues mientras 
que en esta se encuentra el individuo 
en formación y se atiende a la 
necesidad de que la persona se 
desenvuelva a partir de criterios de 
pertenencia a una sociedad en la que 
pueda funcionar útilmente, el 
criterio que anima a la educación 
superior consiste en facilitar los 
conocimientos y herramientas 
culturales que permitan al individuo 
formarse y llevar a cabo un plan de 
vida libremente elegido. La 
educación superior pretende, 
igualmente, identificar y atender 
necesidades sociales y colectivas. Se 
establece también en la tesis 
84/2017 que el Estado Mexicano 
tiene la obligación de implantar 
progresivamente la gratuidad de la 
educación superior. 

 
Todos los derechos sociales tienen un 
contenido prestacional. En el ámbito 
internacional se ha considerado que éste se 
define por unas características 
fundamentales, que son “asequibilidad (o 
disponibilidad), accesibilidad, aceptabilidad 
y adaptabilidad” (Soberanes, 2021). Este 
esquema se inició con los derechos a la 
vivienda y a la alimentación, y 
posteriormente pasó al ámbito de la 
educación y, en general, a todos los derechos 
sociales. 
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Principios de protección a los derechos 
humanos recogidos en la sentencia del 
caso Radilla  
 
El propósito de este trabajo es analizar 
comparativamente la sentencia dictada por la 
CIDH en el caso de Rosendo Radilla y las 
sentencias que integran la Jurisprudencia 
relativa al acceso, permanencia y conclusión 
de los justiciables al derecho a la educación,  
a efecto de concluir si dichas sentencias 
referentes al Derecho a la Educación,  desde 
la perspectiva de México, recogen todos los 
principios de protección a los derechos 
humanos aplicables a esta materia educativa 
que fueron impuestos a México por la 
sentencia dictada en el caso Radilla Pacheco; 
o si, por el contrario, concluir que las mismas 
son omisas en precisar algunos de ellos y, en 
eso caso establecer en que fue omisa la SCJN 
y porque, revisando también, 
comparativamente, las metodologías 
utilizadas en ambos casos, a partir de tres 
ideas generales:  

 
a) Los principios de protección a los 

Derechos Humanos establecidos 
por la CIDH en el caso Radilla 
Pacheco vs México 

La sentencia del caso Radilla se dictó por la 
CIDH con fecha del 23 de noviembre de 
2009. Los peticionarios originales fueron la 
Ciudadana Tita Radilla Martínez, como 
Vicepresidenta de la Asociación de 
Familiares de Detenidos Desaparecidos y 
Víctimas de Violaciones a los Derechos 
Humanos en México (“AFADEM”) y la 
Comisión Mexicana de Defensa y 
Promoción de los Derechos Humanos, A.C. 
(“CMDPDH”). 

En el informe de fondo número 
60/07 la Comisión solicitó a la CIDH que 
declarare la responsabilidad internacional de 
México por la alegada violación de los 
derechos consagrados en los artículos 3º 
(Derecho al Reconocimiento de la 
Personalidad Jurídica), 4º (Derecho a la 
Vida), 5º (Derecho a la Integridad Personal), 
7º (Derecho a la Libertad Personal), 8º 
(Garantías Judiciales) y 25 (Protección 

Judicial) de la Convención Americana, en 
relación con el artículo 1.1 del mismo 
tratado, en perjuicio de Rosendo Radilla 
Pacheco y por la violación de los artículos 5º 
(Derecho a la Integridad Personal), 8º 
(Garantías Judiciales) y 25 (Protección 
Judicial) de la Convención Americana, en 
perjuicio de diversos familiares directos del 
señor Radilla Pacheco. Solicitó también que 
se declarare el incumplimiento por parte del 
Estado Mexicano al artículo 2º de la 
Convención Americana (Deber de Adoptar 
Disposiciones de Derecho Interno). 

 
Los representantes de los agraviados 

añadieron una presunta violación de México 
al artículo 13 (Libertad de Pensamiento y de 
Expresión), con relación al artículo 1.1. 
(Obligación de respetar los derechos) de la 
Convención Americana de Derechos 
Humanos. 

 
México reconoció parcialmente su 

responsabilidad internacional por la 
violación de los derechos reconocidos en los 
artículos 5 (Derecho a la Integridad 
Personal), 7 (Derecho a la Libertad 
Personal), 8 (Garantías Judiciales) y 25 
(Protección Judicial) de la Convención 
Americana en perjuicio de Rosendo Radilla 
y por violación a los artículos 5°, 8° y 25 en 
perjuicio de sus familiares. Las demás 
reclamaciones fueron negadas por México.  

 
Las excepciones preliminares 

opuestas por México fueron desechadas, por 
razón de tiempo y materia con respecto a la 
fecha de depósito del instrumento de 
adhesión de México a la Convención y a la 
Convención sobre Desaparición Forzada; de 
la capacidad de la CIDH para juzgar 
conforme a la Carta de la O.E.A. y con 
respecto a la capacidad de la CIDH para 
juzgar presuntas violaciones a los artículos 
4° (Derecho a la vida) y 5° (Integridad 
corporal). También resolvió la CIDH, que 
como víctimas se tendría solo a las señoritas 
Tita, Andrea y Rosendo, todos Radilla 
Martínez, además, claro está, del señor 
Rosendo Radilla Pacheco (víctima directa). 
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Lo anterior por aplicación del criterio 
jurisprudencial de la misma CIDH, las 
presuntas víctimas deben aparecer 
mencionadas tanto en la demanda como en 
el Informe de Fondo de la Comisión, a efecto 
de no dejar indefenso al Estado y en este 
caso únicamente se mencionó a los citados, 
por lo que solo ellos tendrían el carácter de 
víctimas a ser reparadas. A continuación, la 
CIDH entra al análisis de las probables 
violaciones de México a los artículos 3º, 4º, 
5º y 7º de la Convención con relación al 
numeral 1.1. (respeto a derechos y libertades 
y garantía de pleno ejercicio) del mismo 
ordenamiento, así como los artículos I, II y 
XI de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada. 

 
Debido a la naturaleza de este 

trabajo, que no trata sobre aspectos penales, 
es pertinente analizar las conclusiones a las 
que arriba la CIDH por lo que hace a los 
derechos humanos plasmados en los 
artículos 3º (Derecho al Reconocimiento de 
la Personalidad Jurídica), 7º (Derecho a la 
Libertad Personal), 8º (Garantías Judiciales) 
y 25 (Protección Judicial) de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 
del mismo tratado, dejaremos por tanto fuera 
del análisis las consideraciones sobre los 
artículos 4º y 5º de la misma Convención y, 
por tanto, tampoco analizamos las 
violaciones alegadas a la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada 
(CIDH, 2009).  

 
También analiza la naturaleza 

intrínseca de la desaparición forzada, como 
esta afecta varios derechos por su sola 
realización y como es menester dotarse de 
ciertas herramientas jurídicas que permitan 
asegurar en lo posible la reparación de los 
derechos violados.  Con base en esta 
metodología la CIDH va concluyendo, punto 
por punto la violación del Estado Mexicano 
a los diversos derechos humanos afectados. 
En cuanto al derecho a la personalidad 
jurídica plasmado en el artículo 3º de la 
Convención define al mismo, en síntesis, 
como aquel que representa un parámetro 

para determinar si una persona es titular o no 
de los derechos de que se trate y si los puede 
ejercer, por lo que la violación de este 
derecho hace al individuo vulnerable frente 
al Estado o particulares.  

 
Por ello, el contenido del derecho al 

reconocimiento de la personalidad jurídica 
se refiere al correlativo deber general del 
Estado de procurar los medios y condiciones 
jurídicas para que ese derecho pueda ser 
ejercido libre y plenamente por sus titulares 
o, en su caso, la obligación de no vulnerar 
dicho derecho. A continuación, la CIDH 
analiza los hechos referidos a los derechos 
de acceso a la justicia (artículo 8º de la 
Convención) y tutela judicial efectiva 
(artículo 25 de la misma Convención), 
ambos referidos al artículo 1.1. relativo a la 
obligación del estado de garantizar que toda 
persona que se encuentre en su jurisdicción 
pueda gozar efectivamente de estos 
derechos. 

 
En el caso concreto la CIDH 

concluye que para que estos derechos se 
encuentren debidamente protegidos es 
menester que la actividad jurisdiccional se 
desarrolle con la debida diligencia y en un 
plazo razonable, entendiendo por tal aquel 
que permitirá resarcir la violación en caso de 
obtener sentencia favorable e incentivando 
así el principio de utilidad de las 
resoluciones judiciales.  

 
Además, es claro que la tutela 

judicial efectiva para la CIDH implica que 
existan recursos que permitan modificar 
resoluciones judiciales violatorias de 
derechos humanos en un plazo razonable y 
sin sujetarse a requisitos exorbitantes que las 
tornen en imposibles de cumplir. Tiene 
especial relevancia de cara a este trabajo lo 
resuelto por la CIDH en el apartado 339 y 
siguientes de la sentencia Radilla que obliga 
a los jueces locales a efectuar un control de 
convencionalidad ex officio entre la norma 
interna y la Convención, a efecto de 
constatar que las normas internas no se 
opongan, contradigan o hagan inútil o de 
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imposible cumplimiento el contenido de las 
obligaciones convencionales asumidas por 
México y los demás signatarios de la 
Convención. 

 
Igualmente, relevante es la 

obligación que fijó la sentencia al Estado de 
capacitar a los funcionarios públicos en 
materia de derechos humanos para evitar 
repetir situaciones como el caso Radilla, 
obligación que parece no tener efecto 
práctico alguno, a la luz de los constantes 
acontecimientos que en materia de seguridad 
se dan en México. 

 
b) Definición y efectos del derecho a 

la educación previstos en las tesis 
78/2017 a 84/2017 emitidas por la 
SCJN. 

La SCJN emitió las Tesis de Jurisprudencia 
en sesión celebrada el 8 de marzo de 2017, 
adoptando el criterio por cuatro votos a favor 
y con un voto disidente (SJF, registro. 
42596). Los planteamientos principales de 
las autoridades responsables que fueron 
desechados por la SCJN al estimar 
infundada la revisión y dejar subsistente el 
Amparo concedido a los quejosos, pues el 
análisis de la autoridad judicial se centra en 
estos conceptos de violación para 
desestimarlos al resolver. 
 

Los argumentos inician por razonar 
que el hombre que vive en sociedad sacrifica 
varias de sus prerrogativas en beneficio de 
los demás y a efecto de que todos podamos 
ser favorecidos; prerrogativas que son 
transferidas al Estado por virtud del contrato 
social. De esta suerte se reconoce que las 
necesidades básicas del ser humano son, en 
este orden, la alimentación, la salud, la 
vivienda y la educación y que se reconoce 
que siendo derechos humanos no son, sin 
embargo, absolutos. 

 
Así, existe el derecho a la salud o a 

la vivienda, pero el gobernado tiene límites 
impuestos por la realidad que implican que 
la obligación del Estado de garantizar la 
salud o la vivienda no quieran decir en forma 

alguna que el Estado esté obligado a 
mantener sanos y con casa propia a todos los 
nacionales en todos los casos. 

 
Mismo razonamiento se sigue para 

la educación, es un derecho, sí, pero existe 
limitado por consideraciones económicas 
que impiden afirmar que la obligación del 
Estado de que la educación sea gratuita 
quiera decir que no se deba pagar por la 
educación nunca y en ningún caso, aún a 
riesgo del colapso económico de la entidad 
encargada de impartirla. En ese orden de 
ideas vinculan la idea de la obligación 
constitucional que tienen las entidades de 
educación superior de impartir educación 
gratuita con su autonomía universitaria y 
establecen que la adecuada forma de 
entender armónicamente ambos conceptos 
debe consistir en proveer a la gratuidad de la 
educación tomando en consideración la meta 
de la universidad de impartir una educación 
universal y de calidad y viendo que, para 
lograr lo anterior, se requiere del cobro de 
ciertas cuotas razonables. Por su parte la 
SCJN estimó que todas las autoridades 
tienen la obligación de vigilar por el respeto 
y cumplimiento de los derechos humanos de 
acuerdo con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad.  

 
Argumentaron además que el 

derecho a la educación encuentra su apoyo 
constitucional en los artículos 3º y 4º de la 
propia Norma Suprema Federal (CPEUM, 
1917) y continúan señalando el marco 
jurídico conformado por diversos Tratados 
Internacionales de los que México es parte 
que recogen que debe entenderse por 
derecho a la educación. Señala que dicho 
marco se conforma por el artículo XIII de la 
Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre, el artículo XIII del 
Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, el 
artículo 13 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en Materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
“Protocolo de San Salvador” y el artículo 28 
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de la Convención sobre los Derechos del 
Niño. 

 
 Mediante la interpretación conjunta 
de los anteriores dispositivos concluye la 
SCJN que el derecho a la educación 
pertenece a todas las personas y que con 
respecto a la educación básica debe 
orientarse a lograr la autonomía de los 
individuos y su pertenencia útil en una 
sociedad democrática. Establece, también, 
que la educación debe ser general, no 
discriminatoria, obligatoria, universal, 
gratuita y que el Estado debe garantizarla, 
teniendo los padres el derecho a escoger la 
educación que se impartirá a sus hijos.  
 

Continúa el razonamiento la SCJN 
al señalar que la diferencia esencial en el 
ordenamiento mexicano entre educación 
básica y superior es que la educación básica 
(conformada por la educación preescolar, 
primaria y secundaria) es obligatoria, 
gratuita, laica y universal, mientras que la 
educación superior no necesariamente debe 
ser gratuita, aunque no se prohíbe que lo sea 
por aplicación del principio de progresividad 
y sí debe respetar esta educación principios 
como el de acceso en base a las capacidades 
y el de no discriminación. Sigue razonando 
la SCJN que las anteriores son normas de 
mínimos, pues, otra vez, por aplicación del 
principio de progresividad puede ampliarse 
el contenido del derecho a la educación y los 
ámbitos educativos en los cuales el mismo 
sea aplicado, en la especie, de facto, la 
educación superior. 

 
A partir de lo expuesto establece la 

SCJN que el contenido mínimo del derecho 
a la educación obligatoria (básica y media 
superior) es la provisión del entrenamiento 
intelectual necesario para dotar de 
autonomía a las personas y habilitarlas como 
miembros de una sociedad democrática. Por 
ello es que la educación es un bien básico 
indispensable para la formación de 
autonomía personal y, por ende, para ejercer 
el derecho al libre desarrollo de la 
personalidad, de aquí su carácter de derecho 

humano. Por lo que, es en este libre 
desarrollo de la personalidad donde la SCJN 
hace descansar parte importante del derecho 
a la educación básica, pues el Estado tiene 
prohibido interferir con las condiciones que 
faciliten el adecuado desarrollo de la 
personalidad y la consecución de objetivos 
válidos de vida. 

 
 La educación superior no tiene por 
objetivo el desarrollar al individuo, sino que 
la misma le permitirá diseñar un plan de vida 
cuyas herramientas forman parte del derecho 
a le educación superior. Así, mientras en la 
educación básica el individuo se forma como 
tal y como parte de la sociedad, en la 
educación superior se dota de las 
herramientas de conocimiento avanzado que 
le permitan cumplir con su plan de vida. 
 

La SCJN analiza a continuación la 
observación general número 13 del Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales. Establece esta, en síntesis, que la 
educación de todos los estados miembros 
debe poseer las siguientes cuatro 
características: (1) Disponibilidad, que se 
traduce en un número suficiente de 
instituciones educativas que cuenten con 
instalaciones suficientes y salarios 
competitivos para sus docentes, (2) 
Accesibilidad, la educación debe ser 
accesible a todos, sin discriminación y desde 
tres perspectivas, (i) No discriminación, (ii) 
Accesibilidad material y (iii) Accesibilidad 
económica; (3) Aceptabilidad, referido a que 
tanto la forma como el fondo de la educación 
deben ser aceptables en cuanto a calidad de 
los programas educativos y pertinencia y, (4) 
Adaptabilidad, la educación debe tener la 
flexibilidad suficiente para adaptarse a las 
necesidades de diversos tipos de 
comunidades en transformación. 

 
Mencionan las sentencias a 

continuación los elementos de 
“Obligatoriedad” y “Gratuidad” detallados 
en la observación general número 11 del 
mismo Comité. Concluye por ello la SCJN 
que de acuerdo con el artículo 3º de la 
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Constitución Política la educación en 
México, garantizada por el Estado (esto es, 
la preescolar, primaria y secundaria, debe 
cumplir con los parámetros indicados de 
disponibilidad, accesibilidad, adaptabilidad 
y aceptabilidad y debe ser, además, gratuita, 
laica y obligatoria y establece una 
vinculación lógica entre los contenidos 
mínimos de las observaciones generales 11 y 
13 ya citadas y el carácter obligatorio, laico 
y gratuito de la educación, en cuanto a la 
obligatoriedad porque si bien los particulares 
no están excluidos de impartir educación 
básica porque el Estado la garantice, no es 
menos cierto que deben hacerlo en apego a 
los requisitos establecidos en los artículos 3º 
y 4º de la Constitución Federal como 
mínimos y en lo que ve a la gratuidad y el 
carácter laico, dado que respetarlos garantiza 
el cumplimiento del requisito de 
accesibilidad económica y no 
discriminación. 

 
En lo relativo a la educación 

superior, dado que ésta se vincula 
mayoritariamente con la materialización de 
un plan de vida, se justifica, a primera vista, 
que la educación superior no sea obligatoria, 
ni universal, ni, necesariamente gratuita; que 
impere la libertad de enseñanza y libre 
discusión de las ideas, y que la oferta esté 
conectada, al menos en lo concerniente a la 
educación superior que imparte el Estado, 
con la consecución de diversos objetivos 
colectivos vinculados con el desarrollo 
(económico, social, cultural, etcétera) de la 
Nación.  

 
En la siguiente parte de la sentencia 

se analiza si el derecho a la educación 
gratuita a nivel superior previsto en una 
Constitución Local (como la Michoacana) es 
absoluto o si, por el contrario, puede 
limitarse sin violentar el principio de 
progresividad establecido en el artículo 1º de 
la Constitución Federal, al responder esta 
pregunta los Ministros razonan que los 
derechos humanos están sujetos a límites, de 
acuerdo a circunstancias fácticas y jurídicas 
que puedan establecer cortapisas a su 

aplicación cuando considerando todos los 
elementos involucrados y tras un intenso 
escrutinio judicial, se concluya que el límite 
a dicho derecho humano se justifica pues 
permite aplicar plenamente otro derecho 
humano de mayor jerarquía y concluye la 
SCJN que cualquier medida de naturaleza 
negativa que afecte el principio de 
progresividad, como en la especie lo serán 
aquellas medidas regresivas legislativas o 
administrativas (e incluso judiciales) de 
cualquier índole que pretendan afectar la 
aplicación progresiva del principio de 
gratuidad de la educación superior, deben 
motivarse debidamente por la autoridad que 
pretenda implementarlas. Por ello es por lo 
que concluye que el derecho humano a la 
educación no es absoluto.  

 
Sin embargo, toda omisión o acción 

proveniente del Estado que afecte a este 
derecho debe ser plenamente justificada a la 
luz de otros derechos fundamentales de 
similar importancia reconocidos por la 
Constitución; esa actuación del Estado debe 
ser sometida a un escrutinio especialmente 
intenso, en sede judicial. 
 

c) Comparación entre el caso 
Radilla Pacheco y las ejecutorias 
base de las tesis 78/2017 a 84/2017 
emitidas por la SCJN  

El presente apartado tiene como propósito 
que comparativamente deberemos concluir 
si las sentencias contenidas en las Tesis se 
apegan fielmente a estos principios, en 
aquello que interesa al derecho a la 
educación, pecan de defecto o, incluso puede 
ser que excedan las expectativas en este 
rubro. 
 
  Por lo anterior, habremos de partir 
por considerar que los ámbitos materiales de 
validez de ambas resoluciones judiciales son 
diferentes, incluso lo son los ámbitos 
espaciales, no hay, aparentemente, aspectos 
de distinción relevante en cuanto a los 
ámbitos personal y temporal. Desde el punto 
de vista personal porque cada sentencia 
judicial se dirige a los individuos 
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directamente involucrados en la controversia 
y que tienen interés jurídico en la resolución 
del asunto, por ello es por lo que la sentencia 
Radilla se dirige al Estado Mexicano y a los 
peticionarios reconocidos. 
 

Mientras que las Tesis lo hacen en 
cuanto toca a la Universidad Michoacana de 
San Nicolás Hidalgo y a los estudiantes que 
hubieran tenido el carácter de quejosos en 
los respectivos amparos, y por lo que hace al 
ámbito temporal no hay diferencia relevante 
alguna dado que cada sentencia, una vez 
firme, surte sus efectos inmediatamente y no 
cesa de surtirlos hasta en tanto se modifique 
la situación jurídica por ellas creada a través 
de un nuevo acto jurídico que tenga esa 
capacidad. 

 
Pero desde el punto de vista 

espacial, las resoluciones de la SCJN son 
aplicables, únicamente, en el territorio de los 
Estados Unidos Mexicanos, mientras que las 
sentencias de la CIDH tiene un alcance 
regional pues aunque dirigidas directamente 
a las partes en cada fallo, los criterios que las 
mismas asientan constituyen jurisprudencia 
aplicable a cada uno de los Estados de la 
Organización de Estados Americanos que 
han aceptado su competencia, y que a la 
fecha son 25 y entre ellos Colombia y 
México (CADH, 7 de mayo de 1981). Desde 
el ámbito material la sentencia del Caso 
Radilla Pacheco tiene una clara orientación 
de derecho penal al tratar el tema de la 
desaparición forzada de personas, mientras 
que las ejecutorias de derecho a la educación 
se refieren a un ámbito constitucional-
administrativo, por más que ambas versen 
sobre derechos humanos. Por ello es que, 
centraremos el análisis comparativo en los 
derechos humanos analizados en la sentencia 
Radilla que pueden tener vinculación con el 
derecho a la educación y estos son los 
derechos humanos plasmados en los 
artículos 3º (Derecho al Reconocimiento de 
la Personalidad Jurídica), 7º (Derecho a la 
Libertad Personal), 8º (Garantías Judiciales) 
y 25 (Protección Judicial) de la Convención 

Americana, en relación con el artículo 1.1 
del mismo tratado. 

 
Tanto la SCJN como la CIDH 

siguen una metodología científica de 
orientación empírico-deductiva, (Fix-
Zamudio: 2007, p.p. 39-40). las cuales 
frecuentemente se asocian y trabajan 
íntimamente relacionadas y tienen una 
vocación hermenéutica en la interpretación 
judicial del alcance de cada uno de los 
derechos humanos involucrados, su 
contenido y efectos (García, M.: 2003). 
Toman en cada caso los argumentos de cada 
una de las partes y mediante un análisis 
deductivo concluyen si las conductas 
materia de cada controversia se ajustan o por 
el contrario violan el contenido y concepto 
de cada derecho humano analizado. Se trata 
pues de una metodología lógica que sustenta 
una interpretación judicial de los puntos 
controvertidos.  

 
Sin embargo, mientras en ambos 

casos se hace inicialmente una exposición 
del contexto del asunto, aspectos jurídicos de 
fondo y partes involucradas, en la Sentencia 
Radilla Pacheco se analiza uno por uno el 
contenido de cada uno de los derechos 
humanos involucrados, lo anterior con el 
objeto de concluir si en la actuación del 
Estado Mexicano se violaron o no dichos 
derechos y terminar haciendo un juicio 
relativo a la existencia o no de 
responsabilidad del Estado por las 
violaciones detectadas a los mismos, así 
como a los artículos 1.1. (Deber de respetar 
todos los derechos) y 2º (Deber de adoptar 
disposiciones de derecho interno), 
estableciendo la condena propiamente dicha 
en términos claros y aún líquidos para las 
prestaciones económicas a las que condena a 
México. 

 
Por otra parte, la autoridad 

jurisdiccional mexicana toma un enfoque 
diferente ya que el método empleado es 
analizar el contenido mínimo que al derecho 
a la educación confiere el artículo 3° 
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Constitucional y a partir de establecer cuál 
es el marco jurídico nacional aplicable. 

 
Marco normativo que se conforma 

por el artículo citado y los Tratados 
Internacionales en la materia que cita, 
elaborar una definición dogmático-jurídica y 
abierta del derecho a la educación a partir de 
la integración armónica de tales normas de 
derecho interno con relación a las 
Observaciones Generales número 11 y 13 
del Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales y basándose en los 
derechos humanos, al libre desarrollo de la 
personalidad jurídica, libertad personal y, 
notablemente, a la aplicación no regresiva 
del principio de progresividad en la 
implementación de un sistema educativo 
gratuito, también a nivel superior.  

 
Por lo expuesto, podemos decir que 

en nuestra opinión el análisis comparativo de 
ambos fallos podría sintetizarse 
estableciendo que las tesis de la  SCJN 
satisfacen los derechos humanos de libre 
desarrollo de la personalidad jurídica y de 
libertad personal, así como al principio de 
progresividad y las observaciones generales 
indicadas, mientras que por otra parte 
creemos que no se atendieron debidamente 
en las Tesis los derechos humanos 
consagrados en los artículos 8° (Garantías 
Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la 
Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (CMDyPDH, 2012). 

 
Partiendo de la base de que el 

derecho humano al libre desarrollo de la 
personalidad ya quedó definido por la propia 
SCJN al resolver la Contradicción de Tesis 
73/2014, En la cual se estableció que 
constituye la expresión jurídica del principio 
liberal de "autonomía de la persona", de 
acuerdo con el cual al ser valiosa en sí misma 
la libre elección individual de planes de 
vida, el Estado tiene prohibido interferir en 
la elección de éstos, debiéndose limitar a 
diseñar instituciones que faciliten la 
persecución individual de esos planes de 
vida y la satisfacción de los ideales de virtud 

que cada uno elija, así como a impedir la 
interferencia de otras personas en su 
persecución y señaló, adicionalmente que en 
el orden jurídico mexicano, 
el libre desarrollo de la personalidad es un 
derecho fundamental que permite a los 
individuos elegir y materializar los planes de 
vida que estimen convenientes, cuyos 
límites externos son exclusivamente el orden 
público y los derechos de terceros. 

  
Por ello, el análisis ponderado de los 

diversos conceptos que integra 
armónicamente la SCJN para llegar a 
establecer el concepto y contenido del 
derecho a la educación, veremos que existen 
dos aspectos. Por el lado del titular de los 
derechos humanos respectivos, la SCJN 
reconoce la autonomía personal y el libre 
desarrollo de la personalidad a través de 
acceder a un sistema educativo que sea 
eficiente y útil para formar a la persona como 
ciudadano de una democracia deliberativa. 
Mientras que, desde la perspectiva del 
Estado obligado a la protección de tales 
derechos humanos, se establece claramente 
la prohibición de que el Estado pueda 
imponer medidas que limiten, restrinjan o 
incluso se consideren regresivas de tales 
derechos. 

 
Por lo que es dable estimar que en 

estos aspectos la ejecutoria en materia de 
derecho a la educación de la SCJN sí cubre 
los requerimientos que en protección de tales 
derechos establecen, tanto la propia CIDH 
en el Caso Radilla, como las normas 
(constitucionales e internacionales) que los 
reconocen y que se han citado anteriormente. 

 
Conclusiones  
 
El concierto nacional e internacional en 
materia de derechos humanos sigue siendo 
un tema en constante evolución. Por ello, no 
resulta desconocido que en el dotar de 
significado a la educación en México, sigue 
siendo un proceso en construcción. Las tesis 
jurisprudenciales dictadas en la materia 
siguen resintiendo la oportunidad de corregir 
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los puntos débiles del proceso de enseñanza-
aprendizaje.  
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